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Capítulo 2
¿Son comparables las 
elecciones judiciales 
estadounidenses con el voto 
popular instaurado por la 
reforma judicial mexicana?
Francisca Pou Giménez1 

A pesar de que en la última fase de discusión de la reforma judicial sus pro-
motores políticos fueron inclinándose por presentarla como un avance sin 
precedentes, que ubicaba a México a la vanguardia de las innovaciones ins-
titucionales en el mundo2, las referencias al derecho comparado tuvieron una 
presencia notable en los debates de los meses previos. Se hizo referencia en 
varias ocasiones al caso de Bolivia —un país en el que sólo las tres altas cor-
tes se eligen por sufragio popular, y en el que esta mecánica de selección ha 
generado anulación masiva del voto, apatía ciudadana y deslegitimación de  

1	 Investigadora Titular, IIJ UNAM. Una versión distinta y más breve de este texto se publicó en 
el blog “El Juego de la Suprema Corte” el 9 de septiembre de 2024. 

2	 Epigmenio Ibarra, “La reforma al poder judicial: un ejemplo a seguir”, Milenio, 16 de octubre 
de 2024, https://www.milenio.com/opinion/epigmenio-ibarra/itinerarios/la-reforma-al-poder-
judicial-un-ejemplo-a-seguir; Stephanie León, “Sheinbaum afirma que México es ‘el país más 
democrático sobre la faz de la tierra’ al cierre de 2024”, Vanguardia, 30 de diciembre de 2024, 
https://vanguardia.com.mx/noticias/mexico/sheinbaum-afirma-que-mexico-es-el-pais-mas-
democratico-sobre-la-faz-de-la-tierra-al-cierre-de-2024-JC14521459.

Libro completo en: https://tinyurl.com/39a7h6uu
2025. Nexos, Sociedad, Ciencia y Literatura S. A. de C. V., https://www.nexos.com.mx/
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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la judicatura3— y se hizo también reiterada mención al caso de las judicaturas 
estatales en los Estados Unidos.

En agosto de 2024, por ejemplo, la entonces presidenta electa Claudia 
Sheinbaum y personas destacadas de su futura administración se mostraron 
sorprendidas ante las críticas que el gobierno estadounidense dirigió a la 
reforma judicial, y en particular a la elección popular de jueces, a la vista 
de que allí también existen jueces elegidos por este sistema.4 Los ahora Se-
cretarios de Economía y de Relaciones Exteriores veían en las declaraciones 
del entonces embajador Ken Salazar “un doble rasero: lo que es virtud en 
EE.UU. es vicio en México”, pues “en los Estados Unidos muchos estados 
eligen a los integrantes de la judicatura. Los estadounidenses parecen consi-
derar confiable esta práctica y México nunca ha sugerido que la democracia 
estadounidense esté en peligro debido a ello”5. 

Con independencia de qué bases existan para pensar si la democracia 
estadounidense está sana o en peligro, a mi juicio el argumento del “doble 
rasero” es apresurado y pasa por alto diferencias importantes en el sistema 
legal de los dos países. Tras las declaraciones de la presidenta Sheinbaum se 
apuntaron algunas de estas diferencias. 

Javier Garza Ramos señaló, por ejemplo, que no existe una regulación 
uniforme de los métodos de elección en las entidades federativas estadouni-
denses que han adoptado algún tipo de sistema de voto popular, lo cual les 
otorga una flexibilidad a la hora de diversificar el diseño del proceso que el 
sistema unificado mexicano no ofrece; otra diferencia es que el sistema no 

3	 Eduardo Rodríguez Veltzé, “El fracaso de las elecciones por voto popular en Bolivia: de la teo-
ría a la práctica”, Hechos y Derechos 15 (82), julio-agosto de 2024; Luis Eliud Tapia, “Bolivia y 
la elección popular en sus altas cortes: tres procesos fallidos”, El Juego de la Suprema Corte, 
22 de enero de 2024, https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/bolivia-y-la-eleccion-popular-
en-sus-altas-cortes-tres-procesos-fallidos/

4	 Claudia Sheinbaum, “Información muy relevante: en 43 de los 50 estados de los Estados 
Unidos de América se eligen los jueces por voto popular”, X, 22 de agosto de 2024, https://x.
com/Claudiashein/status/1826814125684535653

5	 Marcelo Ebrard y Juan Ramón de la Fuente, “The U.S. hasn’t standing to criticize Mexico’s 
judicial reform”, The Washington Post, 5 de septiembre de 2024, https://www.washington-
post.com/opinions/2024/09/05/mexico-elected-judges-supreme-court-garland/ [en respuesta 
al editorial del WP del 26 de agosto de 2024]. Traducción libre. Hay una versión en español 
disponible en La Jornada del 5 de septiembre de 2024, https://www.jornada.com.mx/noti-
cia/2024/09/05/politica/sin-derecho-a-criticar-reforma-ebrard-y-de-la-fuente-a-the-washing-
ton-post-4664.
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rige para la judicatura federal y, en varios estados, tampoco para las instan-
cias altas de la judicatura local y; por último, de manera crucial, la elección 
por voto popular de jueces opera en conjunto con una fiscalía con medios e 
incentivos para ser eficaz, siendo esta combinación la que hace que el sistema 
en su conjunto funcione mejor —en contraste con la reforma judicial mexi-
cana, que no toca a las fiscalías, responsables de tantas de las graves fallas 
sistémicas que aquejan a nuestro sistema de justicia—.6 

En este texto quisiera apuntar tres disanalogías adicionales que parecen 
determinantes. La elección de los jueces estatales por voto popular en Es-
tados Unidos no genera riesgos para la democracia y el Estado de derecho 
estadounidense comparables con los que sí genera para la democracia y el 
Estado de derecho en México la elección por voto popular de la judicatura 
entera7, a partir de un sistema de listas elevadas por los tres poderes, por al 
menos las tres razones siguientes. 

 
1. Desajuste entre método de selección y función: 
el problema de las listas masivas 
En los estados de los EE.UU. que han adoptado el sistema, los jueces loca-
les se eligen por sufragio universal pero no a partir de un sistema de listas, 
como establece el sistema aprobado en México, sino a partir de unas pocas 
candidaturas individuales. En cada distrito se enfrentan típicamente dos per-
sonas para cada cargo judicial y el proceso se orienta a discernir los méritos 
individualizados de cada una de ellas.8 

6	 Véase, en general, https://ballotpedia.org/Judicial_selection_in_the_states. Habitualmente 
las candidaturas por puesto judicial vacante son solo dos o incluso, cuando alguien se pos-
tula a la retención de su cargo, una sola. En algunos estados con sistema de candidaturas 
partidarias los partidos políticos hacen unas primarias para decantar cuál será su candidato 
judicial. Véanse, por ejemplo, los candidatos y los ganadores en la elección judiciales de 
2023 para cortes intermedias de apelación en Pennsylvania, https://ballotpedia.org/Pennsyl-
vania_intermediate_appellate_court_elections,_2023

7	 Curiosamente, de la reforma se “salvaron” solo los integrantes de los tribunales administrativos, 
agrarios y militares (inscritos orgánicamente ya desde antes en la esfera del poder ejecutivo).

8	 Véase, en general, https://ballotpedia.org/Judicial_selection_in_the_states. Habitualmente 
las candidaturas por puesto judicial vacante son solo dos o incluso, cuando alguien se pos-
tula a la retención de su cargo, una sola. En algunos estados con sistema de candidaturas 
partidarias los partidos políticos hacen unas primarias para decantar cuál será su candidato 
judicial. Véanse, por ejemplo, los candidatos y los ganadores en la elección judiciales de 
2023 para cortes intermedias de apelación en Pennsylvania, https://ballotpedia.org/Pennsyl-
vania_intermediate_appellate_court_elections,_2023 
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En cambio, bajo el sistema establecido en los artículos 95-97 de la Consti-
tución tras la reforma, en México las personas juzgadoras deben ser elegidas 
con el modelo con el que elegimos a las personas integrantes del Congreso: 
a partir de listas con una inmensa cantidad de nombres. La Constitución 
establece requisitos mínimos para poder postularse (un promedio de 8 sobre 
10 en una carrera o posgrado de derecho, o de 9 en la asignatura relacionada 
con un puesto especializado por materia; un ensayo de tres cuartillas; cinco 
cartas de vecinos, colegas u otras personas que atestigüen la idoneidad de la 
persona); y, sólo para el caso de las magistraturas de Circuito y los integran-
tes de las altas cortes (no para las judicaturas de Distrito), experiencia en el 
campo jurídico por tres y cinco años, respectivamente. 

También dispone el 96 constitucional que los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo, así como la Suprema Corte, que son quienes tienen la potestad final 
de seleccionar los nombres que irán en la boleta, deben establecer cada uno 
de ellos un comité de selección integrado por cinco personas designadas 
discrecionalmente, sin remuneración. Los y las integrantes de estos comi-
tés tendrán la responsabilidad de revisar el cumplimiento de los requisitos 
mínimos y elaborar una lista que ordene a los candidatos por mérito. Si esta 
lista incluye a más personas que las que cada poder puede elevar a la boleta 
(tres cada uno en el caso de los integrantes de las altas cortes y dos cada uno 
para los demás cargos judiciales), debe reducirse mediante la celebración 
de una tómbola. 

Dado el número de cargos que se elegirán en cada circuito judicial en 
el proceso de junio de 2025 (881, sin contar los cargos judiciales a nivel 
estatal que puedan someterse en la misma fecha a elección tras la reforma 
de las constituciones estatales, y sin contar la mitad de la judicatura federal 
que será reemplazada en 2027)9, las personas tendrán al menos seis boletas 
llenas de nombres enlistados, numerados, escritos en letra muy pequeña en 
dos columnas divididas por sexos para efectos de reglas de paridad, ante-
cedidos de una pequeña abreviatura indicativa del poder del estado que los 

9	 Véase la información respectiva en la página del INE: https://ine.mx/eleccion-del-poder-judi-
cial-de-la-federacion-2025/
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patrocina e impulsa. En unos cuadros en blanco, deberán escribir el número 
correspondiente al candidato de su preferencia.10 

La información que se tendrá sobre las personas candidatas será desigual 
si no es que nula. Deben hacer dos meses de campaña, pero no pueden recibir 
financiamiento público ni privado. La Constitución les garantiza tiempo en 
la televisión y la radio públicas, pero el Instituto Nacional Electoral ya ha 
dicho que desafortunadamente esta presencia no podrá incluir información 
individualizada (le tocarían apenas unos fugaces segundos a cada persona) y 
que, por ello, ocupará esos tiempos con promocionales genéricos sobre cada 
tipo de cargo.11 

Este sistema es problemático. A diferencia de las personas legisladoras 
—que integran cuerpos colectivos, en cuyo contexto el peso de cada repre-
sentante en específico es muy bajo— las personas juzgadoras deciden por 
sí mismas cuestiones de reconocimiento o denegación de derechos impor-
tantísimas para las personas. Su selección debe hacerse siempre en clave 
individualizada, con independencia de si se hace sobre la base de mecanismos 
técnicos, por designación o por sufragio universal, porque en todo momento 
nos interesa saber quién y cómo es esa persona con un detalle no comparable 
con el grado con que nos interesa conocer las características personales de 
los legisladores/as. 

Respecto de los legisladores/as, en general, nos importa saber con qué 
partido se alinearán —qué paquete general de ideas promoverán—. La alinea-
ción partidaria de una jueza o juez, en cambio, es (o debiera ser) irrelevante: 
lo único que nos interesa conocer es si es sensible a razones y argumentos, 
si tiene calidad humana, si cuenta con buena formación técnica, si muestra 
signos de saber ser ecuánime, independiente e imparcial, etc. Puede ser que a 

10	 Sobre el prototipo preliminar de boleta presentado por el INE, Redacción Animal Político, 
“Comisión del INE aprueba diseño de boleta para elección judicial; serán de colores y de 
dos tamaños”, Animal Político, 26 de diciembre de 2024, https://animalpolitico.com/politica/
ine-diseno-boleta-eleccion-judicial. El INE ha previsto la impresión de unos 600 millones de 
boletas (un promedio de 8 millones de boletas al día, a partir del 12 de febrero de 2025, día 
en que recibe del Senado las listas finales de candidatos, hasta el 1 de junio). Para una ad-
vertencia temprana sobre la inmanejabilidad y masividad de la elección, véase José Ramón 
Cossío, “Los números electorales de la reforma judicial”, El País, 16 de julio de 2024, https://
elpais.com/mexico/opinion/2024-07-17/los-numeros-electorales-de-la-reforma-judicial.html 

11	 Véase, https://centralelectoral.ine.mx/2025/01/13/avala-ine-criterios-para-la-distribucion-de-
tiempo-en-radio-y-television-en-el-peepjf-y-concurrentes/ 
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algunas personas les importe saber qué partido vota un candidato o candidata 
a la judicatura por lo que ello puede decir de esa persona —especialmente 
si vota los extremos políticos—. Pero por lo general, esa alineación es poco 
relevante a los efectos de tratar de asegurar que tiene el perfil adecuado para 
cumplir cabalmente con su función jurisdiccional.

Los jueces o juezas estatales de los EE.UU. se presentan individualmente 
en su distrito y asumen una responsabilidad política individual —parecida, en 
algún sentido, a la que asume el titular de un poder ejecutivo, pero nunca aná-
loga a la que asume un legislador o una legisladora que integrará un concejo, 
un parlamento o una asamblea—. Y eso, en las circunstancias sociopolíticas 
que prevalecen en EE.UU. —sobre ello abundaré más adelante— puede ser 
asumible y sensato. 

Bajo el sistema mexicano de listas, en cambio, la evaluación individua-
lizada de méritos y la responsabilización individual de la persona juzgadora 
por el desempeño del cargo ante la opinión pública es imposible. Dado que 
el sistema, además, aplica para la selección de los miles de integrantes de los 
poderes judiciales estatales y federales, es claro que llevará a un sistema de 
justicia caótico, subordinado a la mayoría política que patrocina las listas, 
e integrado por personas cuyo perfil y capacidades no tendremos modo de 
evaluar, antes de emitir un voto que acabará reducido a un acto arbitrario.

El procedimiento de selección debe alinearse con el tipo de responsabi-
lidad propia del cargo en disputa. Por ello, para el caso de la judicatura la 
elección individualizada parece apropiada, mientras que la elección en listas, 
y para muchos cargos judiciales, parece fuera de lugar. ¿Debería la reforma 
haber previsto, entonces, la presentación de sólo un candidato por cargo por 
rama del poder público, quizá en mini-distritos judiciales delimitados para 
la ocasión? Tampoco hubiera sido buena idea debido a la existencia de dos 
diferencias adicionales.
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2. El rol de la judicatura: los jueces  
estadounidenses tienen márgenes mucho menores  
de actuación y decisión 
La segunda diferencia, también crucial, se relaciona con el poder que ejerce 
una jueza o juez en el sistema de justicia local en los EE.UU., en compara-
ción con el que ejercen sus contrapartes en México. En un procedimiento 
férreamente adversarial y con jurados, como el de los EE. UU., la persona que 
juzga en primera instancia —y esa es la función que desempeñan el grueso 
de los juzgadores elegidos mediante voto popular allá— queda extraordi-
nariamente constreñida y se limita a desplegar una función casi arbitral. Su 
talante al llevar el proceso puede variar (puede ser más o menos enérgica), 
pero en todo caso son las partes las que gobiernan su agenda, deciden qué 
se eleva a su decisión, cómo se perfilan las pretensiones, etc. A su vez, en la 
medida en que la decisión la toma un jurado a partir de lo que presentan y 
argumentan las partes, también en esta etapa la jueza o juez queda relegado 
en gran medida a la función de “árbitro” técnico. 

A esto hay que agregar otro elemento decisivo: el stare decisis o vincu-
lación fuerte al precedente (lo decidido en el pasado por los tribunales). En 
un régimen con stare decisis, la persona juzgadora no tiene oportunidad de 
ejercer gran discreción en la selección e interpretación del derecho aplicable 
y ello hace más digerible y predecible su actuación, aun en los casos en que 
llega al puesto por voto popular. El derecho sustantivo que aplica un juez de 
voto popular en EE.UU. está muy estabilizado y el derecho procesal le da un 
rol previsible y limitado. 

Estos importantes límites parecen compensar los riesgos que normalmente 
atribuimos a la elección de personas juzgadoras por sufragio universal: el 
sesgo en favor de lo que podríamos llamar, por un lado, “populismo judicial” 
(juezas/jueces que se creen líderes populares) y, por otro, el de la “justicia 
militante” (juezas/jueces que se sienten empleados o dependientes de grupos 
de interés, partidos políticos o de cualquier otra organización con poder polí-
tico). En América Latina la administración de justicia se aleja por lo general 
de ese modelo de procedimiento estrictamente adversarial y además opera 
con cuerpos de derecho sustantivo que cambian con mucha frecuencia, en en-
tornos jurídicos donde no rige el stare decisis o lo hace de una forma mucho 
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más débil que en EE.UU. En esas condiciones, nos quedamos sin suficientes 
protecciones frente a los riesgos del populismo y la militancia. 

En México, el ordenamiento jurídico es extraordinariamente complejo, 
con muchos niveles de normatividad que deben articularse con sumo cuidado, 
y la regulación procesal otorga a las personas que juzgan una enorme cantidad 
de responsabilidades tanto al abordar la determinación de los hechos como el 
derecho aplicable —aspecto que se mantiene aun después de la adopción de 
modalidades de procedimiento oral en muchas materias en los últimos años 
en México—. Ni siquiera en materia penal, donde rige un sistema adversarial, 
el papel de la persona juzgadora es tan mínimo; no existen los jurados y la 
complejidad del derecho procesal y sustantivo aplicable (que la reforma no 
toca) es muy superior. 

Además, como sabemos, se aprueban continuamente reformas legales y 
constitucionales que impiden la sedimentación del derecho y el desarrollo 
de prácticas fuertes de stare decisis. A diferencia de lo que suele ocurrir en 
los países de tradición de derecho civil o continental, en México sí existen, 
desde hace mucho, reglas sobre la formación de precedentes obligatorios 
versus los meramente persuasivos.12 Sin embargo, la cultura de adhesión al 
precedente no es tan fuerte como en los países de common law, sin contar 
que la obligación de seguir el precedente no tiene sentido si los elementos 
relevantes para tomar la decisión no son los mismos —como ocurre cuando 
se aprueban cambios legislativos o constitucionales sobre una cuestión—.

La radicalidad de la reforma judicial mexicana de 2024 —que abarca 
tanto a la judicatura federal como la estatal, tanto a los jueces de primera 
instancia como a las altas cortes y que prevé una destitución de la totali-
dad de la judicatura, en dos etapas, en lugar de un reemplazo escalonado 
a medida que los actuales alcancen la edad de jubilación— profundiza la 
disanalogía con la situación de la judicatura estatal en EE.UU., que se re-
nueva de modo gradual y progresivo sin que ello ponga en peligro una 
base de conocimiento procesal y jurídico asentado del que cada juzgador/a 
individual puede abrevar. 

 

12	 Artículos 94, 99 y 107 de la Constitución mexicana y artículos 79, 215-235 de la Ley de Amparo.
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3. La vulnerabilidad de las personas juzgadoras 
frente al poder: lo que el voto no decidirá en México 
La tercera diferencia se relaciona no con el tamaño del poder que tendrá 
cada persona juzgadora en México, en comparación con las que integran las 
judicaturas estatales estadounidenses, sino con el tamaño de sus desafíos 
cotidianos —esto es, con el tamaño de su “falta de poder”, por decirlo de 
algún modo, en las circunstancias que prevalecen en el México de 2024-2025 
y que es probable que prevalezcan a corto y mediano plazo—. La principal y 
más preocupante es el dominio fáctico del crimen organizado y el grado de 
violencia pública y privada asociada a ello y, en general, a la falta de control 
territorial y social del Estado. 

Como han reflejado las noticias de los pasados meses, el narcotráfico ha 
decidido las candidaturas en las elecciones municipales en gran parte del país, 
y en un grado más indeterminado, pero en todo caso muy preocupante, las que 
han competido en los espacios políticos más amplios. El nivel de violencia 
política que afectó el proceso electoral de junio de 2024 no tiene parangón, 
y el nivel de violencia diaria que afecta a la sociedad entera —incluidas, por 
cierto, a las personas defensoras y juzgadoras— marcará para siempre estos 
años en los libros de historia13.

Por ello en México tampoco sería adecuada la elección popular de 
juzgadores/as por distrito a partir de candidaturas individuales, ocupadas 
por personas que defienden su perfil y asumen una responsabilidad públi-
ca “individual”, como ocurre a nivel estatal en EE.UU., y por ello resulta 
tan preocupante, en general, la regulación aprobada, que además acaba con 
una de las herramientas que tenía el poder judicial para proteger a las y los 
juzgadores: cambiarlos de adscripción geográfica —pues el sistema actual 
establece un vínculo irrompible entre un cargo judicial y sus electores—. 

El sistema de voto popular —que, dicho sea de paso, es excepcional en el 
mundo porque plantea problemas que en EE.UU. quedan acotados pero no 

13	 Laboratorio Electoral, Violencia Electoral 2023/2024, https://laboratorioelectoral.mx/violencia; 
Data Cívica, Animal Político y México Evalúa, “Votar entre Balas”, https://votar-entre-balas.
datacivica.org/; véase también el informe de Integralia, https://integralia.com.mx/web/wp-con-
tent/uploads/2024/02/Primer-reporte-de-violencia-politica-de-Integralia-2024.pdf 
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eliminados14— es altamente problemático en México porque las circunstan-
cias en las que vivimos harán imposible que la elección y eventual reelección 
de juzgadores gire en torno a los factores que, mal que bien, enmarcan la 
elección de los juzgadores estatales en el país vecino (donde el sistema aplica 
en todo caso a sólo una parte de la judicatura). De poco serviría cambiar las 
larguísimas listas de nombres por dos o tres candidaturas si el contexto no 
permite que las personas den el paso de presentarse por voluntad propia, y 
son las presiones de otros actores las que las obligan, y si sus capacidades 
para el puesto son irrelevantes porque su desempeño quedará en gran medida 
determinado por esos factores externos mucho más poderosos. 

•
Una reforma ambiciosa al sistema de justicia mexicano exigía un debate se-
rio, sosegado e informado, atento a analogías y disanalogías, sensible tanto 
a los principios como al análisis de consecuencias, en diálogo con muchas 
personas e instituciones. No a gritos, al calor de la consigna, o en el mejor de 
los casos acompañado por argumentos apresurados y finalmente defectuosos. 
Ojalá haya oportunidad de corregir sus principales problemas y lagunas, así 
como de avanzar en la construcción de una alternativa bien pensada que sí se 
oriente genuinamente a superar los grandes problemas que afectan al sistema 
de justicia en nuestro país.

14	 Michael S. Kang y Joanna M. Shepherd, Free to judge. The power of campaign money in 
judicial elections, Stanford, Stanford University Press, 2023. Amrit Singh y Adriana García, 
“Electing Judges in Mexico? It’s a Bad Idea”, The New York Times, 4 de septiembre de 2024; 
Irene Tello Arista, “Eslóganes y temas en campañas judiciales”, El Universal, 23 de agosto 
de 2024, https://www.eluniversal.com.mx/opinion/irene-tello-arista/esloganes-y-temas-en-
campanas-judiciales/ 


